LEY

EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE 

L E Y
DEL  ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, TRANSPARENCIA Y HABEAS DATA
TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES COMUNES PARA LOS SUJETOS OBLIGADOS

Capítulo I

Disposiciones Generales
Artículo 1. La presente Ley es de orden público. Tiene como finalidad específica, de conformidad con el principio de publicidad en los actos de gobierno, garantizar el derecho de toda persona a solicitar, acceder y recibir la información de manera completa, veraz, adecuada y oportuna que obre bajo esfera de cualquier Organo perteneciente al Sector Público Provincial, es decir de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, en este último caso en todo aquello relacionado con las actividades que realice en ejercicio de funciones administrativas
Artículo 2.- El mecanismo de Acceso a la Información Pública debe garantizar el respeto de los principios de accesibilidad, igualdad, publicidad, celeridad, informalidad y gratuidad.

Artículo 3. Son objetivos generales de la presente Ley:
I. Proveer a la democratización y la plena vigencia del Estado de derecho en la Provincia.

II. Facilitar lo necesario para que toda persona acceda eficazmente a la información pública;

III. Promover la transparencia de la gestión pública;

IV. Propender y/o mejorar la organización, clasificación y administración de los documentos públicos. 

V. Favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos;

Artículo 4. En la interpretación de esta Ley se deberá favorecer el principio de publicidad de la información en posesión de los sujetos obligados.

En este sentido toda información producida u obtenida por los organismos mencionados en el artículo 1º, o que obre en su poder, o esté bajo su control se presume pública. 

Artículo 6. La presente Ley es de observancia obligatoria para los funcionarios y servidores públicos. Los órganos en cuyo poder obre la información deberán prever su adecuada organización, sistematización y disponibilidad, asegurando un amplio y fácil acceso.

Artículo 7. La información deberá ser provista sin otras condiciones más que las expresamente establecidas en esta norma, no siendo necesario acreditar derechos subjetivos, interés legítimo o las razones que motivan el requerimiento, ni contar con patrocinio letrado para su solicitud al momento de requerirla.

Artículo 8. A los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Datos personales: Información de cualquier tipo referida a personas físicas o de existencia ideal determinadas o determinables.

II. Datos sensibles: la información concerniente a una persona física, identificada o identificable, entre otra, los Datos personales que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual, u otras análogas que afecten su intimidad;

II. Documentos: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;

III. Información: La contenida en los documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital o en cualquier otro formato que los sujetos obligados generen, obtengan,   adquieran, transformen o conserven bajo su posesión y/o bajo su control por cualquier título; 

Se considerará también como información a los efectos de esta ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto administrativo, así como las actas de reuniones oficiales. 

IV. Información reservada: Aquella información que se encuentra temporalmente sujeta a alguna de las  excepciones previstas en el Artículo 10 y subsiguientes de esta Ley;

V. Sistema de datos personales: El conjunto ordenado de datos personales que estén en posesión de un sujeto obligado;

VI. Unidades administrativas: Las que de acuerdo con la normatividad de cada uno de los sujetos obligados tengan la información de conformidad con las facultades que les correspondan.

VII. Sector Público Provincial: Son todos los organismos que integran el gobierno provincial, a saber:

a) Administración Provincial, conformada por la Administración Central y todos los Organismos Descentralizados, Entes Autárquicos y Órganos de la Constitución.

b) Empresas y Sociedades de la Provincia que abarca a las Empresas del Estado, las Sociedades del Estado, las Sociedades Anónimas con Participación Estatal Mayoritaria, las Sociedades de Economía Mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado Provincial tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias;

c) Entes Públicos excluidos expresamente de la Administración Provincial, que abarca a cualquier organización estatal no empresarial, con autarquía financiera, personalidad jurídica y patrimonio propio, donde el Estado Nacional tenga control mayoritario del patrimonio o de la formación de las decisiones, incluyendo aquellas entidades públicas no estatales donde la Provincia tenga el control de las decisiones;

d) Fondos Fiduciarios integrados total o mayoritariamente con bienes y/o fondos del Estado Provincial. Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las organizaciones privadas a las que se hayan otorgado subsidios o aportes provenientes del Sector Público Provincial, así como a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo de la Provincia a través de sus jurisdicciones o entidades y a las empresas privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público.

Las disposiciones de la presente ley  serán aplicables a las organizaciones privadas a las que se hayan otorgado subsidios  o aportes provenientes  del sector público provincial, así como las instituciones o Fondos cuya  administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Provincial a través de sus jurisdicciones o entidades y a las empresas privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público.  
Capítulo II

Obligaciones de transparencia
Artículo 9.  Con las excepciones previstas en esta Ley, los sujetos obligados en el artículo 1º deberán poner a disposición del público y actualizar, de tal forma que facilite su uso y comprensión por las personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad, entre otra, la información siguiente:     

I. Descripciones de su organismo según su estructura orgánica; dirección, horario de funcionamiento, estructura de funcionamiento, nombre de las personas a cargo de proveer la información, su horario de atención al público, el método que se emplea para solicitar información y seleccionar los expedientes, formalizar las solicitudes u obtener decisiones, el costo de las fotocopias y el valor de las búsquedas en caso de que requieran tareas adicionales;

II. Descripciones de su organismo según su funcionamiento; métodos de toma de decisiones y procedimientos administrativos a los cuales se encuentran sujetos; Las misiones y funciones, y facultades de las unidades administrativas de conformidad con sus programas operativos;

III. El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes; 

IV. El domicilio de la oficina que oficie de unidad de enlace, además de la dirección electrónica donde podrán recibirse las solicitudes para obtener la información;

VII. Los servicios que ofrecen;

VIII. Los trámites, requisitos y formatos; lista de formularios utilizados por ese organismo para el desempeño de sus tareas; normas de procedimiento, descripciones de formas disponibles o de los lugares en los cuales puede obtenerse la información, e instrucciones sobre el alcance y contenido de documentos, informes o exámenes.
IX. La información sobre el presupuesto asignado según finalidad y programa

X. Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado que realice el H. Tribunal de Cuentas;

XI. El diseño, ejecución, montos asignados , criterios de acceso y padrones a los programas de subsidio;

XII. Las concesiones, permisos o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos;

XIII. Las contrataciones que se hayan celebrado en términos de la legislación aplicable detallando por cada contrato:

a) Las obras públicas, los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados; en el caso de

estudios o investigaciones deberá señalarse el tema específico;

b) El monto;

c) El nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se haya celebrado

el contrato, y 

d) Los plazos de cumplimiento de los contratos;

XIV. El marco normativo aplicable a cada sujeto obligado;

XV. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la que con base a la información estadística, responda a las preguntas hechas con más frecuencia por el público.

Capítulo III

Excepciones. Información reservada y confidencial

Artículo 10.- Los órganos comprendidos en la presente ley sólo podrán exceptuarse de proveer información clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 11.- Como información reservada podrá clasificarse aquélla cuando una ley, decreto provincial así lo determine, sólo en los casos  que se produzca alguno de los siguientes supuestos:
I. Comprometer la seguridad pública de la Provincia;

II. Dañar la estabilidad financiera o económica provincial;

III. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, 

IV. Causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las estrategias procesales en procesos judiciales o administrativos mientras las resoluciones no causen estado.

V. Se trate de expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado estado, la información preparada por asesores jurídicos o abogados de la administración  cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial o divulgare las técnicas o procedimientos de investigación; o cuando la información privare a una persona el pleno derecho a un juicio justo o cualquier tipo de información protegida por el secreto profesional que debe guardar el abogado respecto de su asesorado;

VI. Se trate de procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva, 
No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales.

Artículo 12.-  La documentación que acredite la decisión de clasificar determinada información como reservada será pública, debiendo existir copias de considerandos y/o actas de versiones taquigráficas respectivas donde así  se determinen. A tal fin deberá indicar:

a) La identidad y cargo de quien adopta la clasificación;

b) El organismo o fuente que produjo la información;

c) La fecha o el evento establecido para el acceso público o la fecha correspondiente a los diez (10) años de la clasificación original;

d) Las razones que fundamentan la clasificación;

e) Las partes de información que son sometidas a la clasificación y las que están disponibles para acceso al público.

Artículo 13.- La información clasificada como reservada según los artículos anteriores, podrá permanecer con tal carácter hasta por un periodo no mayor a 10 (diez) años. Esta información podrá ser desclasificada cuando se extingan las causas que dieron origen a su clasificación o cuando haya transcurrido el periodo de reserva. La disponibilidad de esa información será sin perjuicio de lo que, al respecto, establezcan otras leyes.

Artículo 14.- Los titulares de las unidades administrativas serán responsables de clasificar la información de conformidad con los criterios establecidos en esta ley y su reglamentación.

Artículo 15. Las unidades administrativas elaborarán semestralmente y por rubros temáticos, un índice de los expedientes clasificados como reservados. Dicho índice deberá indicar la unidad administrativa que generó la información, la fecha de la clasificación, su fundamento, el plazo de reserva y, en su caso, las partes de los documentos que se reservan. En ningún caso el índice será considerado como información reservada.

El titular de cada dependencia o entidad deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la custodia y conservación de los expedientes clasificados.

En todo momento, el órgano de aplicación tendrá acceso a la información reservada o confidencial para determinar su debida clasificación, desclasificación o la procedencia de otorgar su acceso.

Artículo 16. Como información confidencial se considerará:

I. La entregada como tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, y

II. Los datos sensibles, consignados en el art. 8, Inc. II,  que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización en los términos de esta Ley.

No se considerará confidencial la información que se halle en los registros públicos o en fuentes de acceso público.

Artículo 17. Cuando los particulares entreguen a los sujetos obligados la información a que se refiere el apartado “I” del artículo anterior, deberán señalar los documentos que contengan información confidencial, reservada o comercial reservada, siempre que tengan el derecho de reservarse la información, de conformidad con las disposiciones aplicables. En el caso de que exista una solicitud de acceso que incluya información confidencial, los sujetos obligados la comunicarán siempre y cuando medie el consentimiento expreso del particular titular de la información confidencial.

Artículo 18.- La información no podrá ser reclasificada como reservada si ya ha sido abierta al acceso público. 

Artículo 19.- Apertura al público de la información clasificada.

Dentro de los doce meses de entrada en vigor de la presente ley, toda información clasificada como reservada será de inmediato y libre acceso público, si la clasificación tiene más de 5 años.

La información clasificada como reservada será accesible al público aún cuando no se hubiera cumplido el plazo fijado en el párrafo anterior cuando no concurrieran las circunstancias que fundaron su clasificación como secreta o concurriere un interés público superior que justificare su apertura al público. 

Información parcialmente reservada

Artículo 20.- En caso que existiere un documento que contenga información reservada, los órganos comprendidos en la presente ley deberán permitir el acceso a la parte de aquella que no se encuentre contenida entre las excepciones detalladas en el artículo anterior.
Control Judicial
Artículo 21.- Un juez  podrá solicitar información oficial de carácter reservado siempre que se reúnan los siguientes requisitos:

a) Que el juez sea competente;

b) Que el petitorio de las partes este referido a hechos vinculados a normas o actos de carácter reservado;

c) Que las partes invoquen en su petición la vulneración de derechos fundamentales, amparados constitucionalmente;

d) Que para la dilucidación de la causa sea necesario el acceso a la información reservada.

Si del análisis de la información solicitada el juez concluye que la misma efectivamente vulnera los derechos individuales alegados por las partes, podrá dictar sentencia recogiendo aspectos de la información reservada necesarios para la fundamentación de su resolución. Por el contrario, si del análisis de la información solicitada el juez no concluye que existe la vulneración alegada por la parte, no se incluirá en el fallo la información secreta y/o reservada.
No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación judicial de violaciones a derechos civiles y políticos. 

Capítulo IV Acceso y Protección de datos personales

Derecho de acceso

Artículo 22.- Todo titular de datos personales y sensibles, previa acreditación de su identidad, tiene derecho a solicitar y obtener a título gratuito la totalidad de información que de esos datos tengan los bancos de datos públicos, o privados destinados a proveer informes. 

Artículo 23.- Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales y, en relación con éstos, deberán:

I. Efectuar los procedimientos correspondientes para recibir y responder las solicitudes de acceso y corrección de datos, 

II. Capacitar a los servidores públicos y dar a conocer información sobre sus políticas en relación con la protección de tales datos.

III. Poner a disposición de la ciudadanía el documento en el que se establezcan los propósitos para el tratamiento de los datos personales, en términos de los lineamientos que establezca la instancia de aplicación; 

IV. Proveer que los datos personales sean exactos y actualizados;

V. Corregir o completar de oficio, los datos que fueren inexactos, ya sea total o parcialmente, en el momento en que tengan conocimiento de esta situación, y

VI. Asumir las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado.

Artículo 24.- Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales contenidos en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus funciones.

Sin embargo podrán difundir  mediado el consentimiento expreso, por escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la información.

Artículo 25.- No se requerirá el consentimiento de los individuos para proporcionar los datos personales en los siguientes casos:

I. Los necesarios para la prevención o el diagnóstico médico, la prestación de asistencia médica o la gestión de servicios de salud y no pueda recabarse su autorización;

II. Los necesarios por razones estadísticas, científicas o de interés general previstas en ley, previo procedimiento por el cual no puedan asociarse los datos personales con el individuo a quien se refieran;

III. Cuando se transmitan entre sujetos obligados o entre dependencias y entidades, siempre y cuando los datos se utilicen para el ejercicio de facultades propias de los mismos;

IV. Cuando exista una orden judicial;

V. En los demás casos que establezcan las leyes.

Contenido de la información

Artículo 26.- La información debe ser suministrada por el responsable de la  administración de esa información dentro de los diez días corridos de haber sido intimado fehacientemente, con las siguientes características:

a.-Debe contemplar de manera íntegra la totalidad del registro perteneciente al titular, aun cuando el requerimiento sólo comprenda un aspecto de los datos personales. 

b.- En ningún caso se podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aún cuando se vinculen con el interesado. 

c.- La información deberá ser de fácil administración del titular, por lo cual a su opción, podrá suministrarse por escrito, por medios electrónicos, telefónicos, de imagen, u otro idóneo a tal fin.

Derecho de rectificación, actualización o supresión.

Artículo 27.- Toda persona tiene derecho a que sus datos personales incluidos en un banco de datos sean objetivamente correctos.

A tal fin, todo titular de esos datos tiene derecho a que sean rectificados, actualizados y, cuando corresponda, suprimidos o sometidos a confidencialidad en un plazo que no podrá extenderse en más de cinco días hábiles de recibido el reclamo del titular de los datos.
Artículo 28.- No será procedente la supresión de datos cuando pudiere causar perjuicios a derechos o intereses legítimos de terceros, o cuando existiese una obligación legal de conservar los datos. 

Artículo 29.- Quedará expedita la acción de hábeas data:

a.- Vencido el plazo del artículo 23 sin que se satisfaga el pedido, o si efectuado el informe, el particular estimara que este incumplió con los requisitos debidos; 

b.- Si en el plazo prescripto por el artículo 24 no se ha procedido a realizar las operaciones necesarias a fin de rectificar, suprimir o actualizar los datos personales del afectado. 
Artículo 30.- El ejercicio de los derechos de acceso, protección, rectificación, actualización y supresión de datos personales para el caso de datos de personas fallecidas le corresponderá a sus sucesores universales. 

Excepciones
Artículo 31.- 

Los responsables o usuarios de bancos de datos públicos pueden, mediante decisión fundada y notificada al afectado, pueden denegar el acceso, rectificación o la supresión de datos personales cuando:

a.- Cuando se lesione la seguridad pública, o la protección de los derechos e intereses legítimos de terceros. 

b.- Cuando se pudieran entorpecer actuaciones judiciales o administrativas en curso vinculadas a la investigación sobre el cumplimiento de obligaciones tributarias o previsionales. 

c.- Cuando se obstaculice las acciones públicas de control de la salud y del medio ambiente, la investigación de delitos penales y la verificación de infracciones administrativas. 

TÍTULO SEGUNDO

ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL PODER EJECUTIVO PROVINCIAL
Capítulo I. Unidades de enlace.

Artículo 32.- Los titulares de cada una de las dependencias y entidades administrativas públicas designarán a la unidad de enlace que tendrá las funciones siguientes:

  I. Recabar, actualizar y facilitar la información a que se refiere la presente ley;

 II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información; 

III. Auxiliar y orientar en sus solicitudes a los particulares para mejor obtener la información que requieran;

IV. Procesar internamente los requerimientos en cada dependencia o entidad, a fin de poder entregar la información solicitada;

V. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información y sus resultados;

VI. Todas las otras actividades necesarias para mejor desarrollar el flujo de información entre la dependencia y los particulares.
Artículo 33.- Corresponderá al I.P.A.P. elaborar, los criterios para la catalogación, clasificación y conservación de los documentos administrativos, así como la organización de archivos de las dependencias y entidades. 

Dichos criterios tomarán en cuenta los estándares y mejores prácticas internacionales en la materia.

Los titulares de las dependencias y entidades, de conformidad con las disposiciones aplicables, deberán asegurar el adecuado funcionamiento de los archivos. Asimismo, deberán elaborar y poner a disposición del público una guía simple de sus sistemas de clasificación y catalogación, así como de la organización del archivo.
Capítulo II

Del procedimiento de solicitud y acceso ante la dependencia o entidad

Artículo 34.- Los sujetos en cuyo poder obre la información deben prever su adecuada organización, sistematización y disponibilidad, asegurando un amplio y fácil acceso. La información debe ser provista sin otras condiciones más que las expresamente establecidas en el presente. 

Asimismo deben generar, actualizar y dar a conocer información básica, con el suficiente detalle para su individualización, a fin de orientar al público en el ejercicio de su derecho.

REQUISITOS  

Artículo 35.- Cualquier persona física o jurídica, o su representante podrá presentar, ante la instancia pública que oficie de unidad de enlace, una solicitud de acceso a la información mediante escrito libre, no siendo necesario contar con patrocinio letrado.  

La solicitud deberá contener:

I. El nombre del solicitante y domicilio u otro medio para recibir notificaciones, como el correo electrónico, así como los datos generales de su representante, en su caso;

II. La descripción clara y precisa de los documentos que solicita;

III. Cualquier otro dato que propicie su localización con objeto de facilitar su búsqueda, y

IV. Opcionalmente, la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbalmente siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, copias simples, certificadas u otro tipo de medio.

Artículo 36.- Si los detalles proporcionados por el solicitante no bastan para localizar los documentos o son erróneos, la unidad de enlace podrá requerir, por una vez y dentro de los 5 (CINCO) días siguientes a la presentación de la solicitud, que indique otros elementos o corrija los datos. Este requerimiento interrumpirá el plazo establecido en el Artículo X.

Las unidades de enlace auxiliarán a los particulares en la elaboración de las solicitudes de acceso a la Información.

Artículo 37.- No  se podrá exigir o condicionar la entrega de la información a  la expresión de motivos o justificación de su utilización, o demostración de interés alguno en la solicitud, sino  sólo para el caso de requerir la entrega de la información en plazos mas reducidos que los ordinarios. 

Debe entregarse al requeriente de la información una constancia de su solicitud.

TRANSFERENCIA DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN.

Artículo 38.- Cuando un organismo reciba una solicitud de información que se encuentre bajo el control o posesión de otro organismo, o haya sido originalmente producida o recibida por éste, o se encuentre más relacionada con sus funciones, el organismo receptor podrá transferirla a dicho organismo, dentro de los cinco (5) días de recibida, y deberá notificar a la persona solicitante esta transferencia.

A los fines de los plazos establecidos en esta ley, se considerará que dicha solicitud ha sido presentada al organismo al que se transfiere a partir del día en que recibió esta transferencia.
DENEGATORIA 

Artículo 39.- El sujeto requerido sólo puede negarse a crear, producir o brindar la información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verifica que la misma no existe o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en el presente. 

En tal caso, el sujeto requerido deberá informar al solicitante de manera escrita los fundamentos de tal decisión,  de los  que deben surgir de manera palmaria la excepción que consideró aplicable, las razones de la decisión; además deberá informar del derecho de dicha persona solicitante a cuestionar toda determinación adversa y los mecanismos para hacerlo. 

Toda notificación de la denegación de un pedido de informes deberá aclarar los nombres y títulos o cargos de todas las personas responsables de la denegación del mismo y la posibilidad de presentar el reclamo pertinente ante la Comisión Nacional de Acceso a la Información.

Dicha resolución deberá notificarse por escrito dentro de los diez (10) días hábiles de recibida la solicitud de información.

GRATUIDAD

Artículo 40.- El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos serán a cargo del solicitante, y no podrán ser superiores a:

a) El correspondiente a los costos que implique la búsqueda de la documentación requerida y el examen que deba realizarse a fin de decidir si la misma puede ser brindada, siempre que no exista personal específicamente afectado a esta actividad;

b) El correspondiente a los costos de reproducción de la información requerida. El arancelamiento del trámite de solicitud de información se considerará de la forma siguiente:

c) El costo de envío, de consentir el solicitante esa manera de entrega de información.
Artículo 41.- Los sujetos obligados a dar información deberán esforzarse por reducir los costos de entrega de información. Los titulares de los órganos alcanzados por la presente ley deberán establecer reducciones o excepciones en la percepción de aranceles según las siguientes consideraciones:

a) Si  el requerimiento es parte de una actividad con fines de lucro, se deberá requerir la totalidad de los gastos correspondientes a los tres tipos de costos del artículo anterior; 

b) Si el solicitante es una institución educativa o científica sin fines de lucro o una persona u organización que en forma regular publica o distribuye información al público, sólo se le aplicarán los costos de reproducción; 

b.3.- Si la solicitud de información es en interés del público en general debido a que ella contribuirá en forma significativa a una mejor comprensión acerca del funcionamiento o las actividades del gobierno y no será utilizada con fines de lucro por el solicitante, el órgano al que se le haya pedido la información puede, en forma discrecional, disponer la completa gratuidad del trámite.

En aquellos casos en los que el pedido de información no sea para fines comerciales, las dos primeras horas de búsqueda y las cien (100) primeras fotoduplicaciones de hojas tamaño carta, oficio o similares, no involucrarán el pago de arancel alguno. En los casos en que el costo del trámite no exceda el monto de $ 250, el órgano no podrá demandar el pago adelantado del arancel, a menos que el solicitante tenga algún antecedente de mora en el pago del mismo.

El organismo deberá notificar por escrito a la persona solicitante el arancel aplicable y la posibilidad de presentar un reclamo por esta causa ante el Instituto Provincial de Acceso a la Información Pública.

Artículo 42.- Las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos. 

La solicitud de información no implica la obligación de la administración de crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, salvo que cuente con los registros necesarios y pueda ser producida con la tecnología normalmente empleada por el organismo.
La obligación de acceso a la información se dará por cumplida cuando se pongan a disposición del solicitante para consulta los documentos en el sitio donde se encuentren; o bien, mediante la expedición de copias simples, certificadas o cualquier otro medio.

El acceso se dará en la forma en que lo permita el documento de que se trate, pero se entregará en su totalidad o parcialmente, a petición del solicitante.

En caso de que la persona solicitante tenga alguna discapacidad, deberá proveérsele en un formato alternativo posible que sea accesible a las capacidades de la solicitante.

La información solicitada deberá brindarse aún existiendo fuentes privadas que posean la información requerida.
En el caso que la información solicitada por la persona ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información.

Artículo 43.- Plazos.

El órgano requerido está obligado a permitir el acceso a la información en el momento que le sea solicitado, o en el menor tiempo posible, que no podrá ser mayor a un plazo  de diez (10) días hábiles administrativos contados desde la presentación de aquélla. El plazo se podrá prorrogar en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles administrativos de mediar circunstancias que hagan inusualmente difícil reunir la información solicitada.

En su caso, el órgano deberá comunicar en acto fundado las razones por las que hará uso de tal prórroga. Serán consideradas circunstancias inusuales:

a) La necesidad de buscar y reunir la información solicitada en otros establecimientos que están separados de la oficina que procesa el pedido;

b) La necesidad de buscar, reunir y examinar apropiadamente una voluminosa cantidad de informes

separados y distintos que se soliciten en un solo pedido;

c) La necesidad de realizar consultas con otro organismo que tiene un interés importante en la determinación del pedido;

d) Toda otra circunstancia que por su relevancia imposibilite la entrega de la información en el plazo de diez (10) días hábiles administrativos.

Cuando por las circunstancias objetivas del caso debidamente acreditadas por urgencia y/o emergencia resulte necesario acceder ala información en un plazo menor al señalado, el funcionario responsable deberá brindar la respuesta antes de que ésta resulte inútil o ineficaz para el objetivo buscado por el solicitante. De tratarse  de sólo  tomar vista de un expediente los plazos se reducirán a la mitad de los plazos antes descriptos.

Artículo 44.- En caso de que el titular de la unidad administrativa haya clasificado los documentos como reservados o confidenciales, deberá remitir de inmediato la solicitud, así como un oficio, con los elementos necesarios para fundar y motivar dicha clasificación, al Comité de la dependencia o entidad, mismo que deberá resolver si :

I. Confirma o modifica la clasificación y niega el acceso a la información, o

II. Revoca la clasificación y concede el acceso a la información.

El Comité podrá tener acceso a los documentos que estén en la unidad administrativa. La resolución del Comité será notificada al interesado en el plazo que establece la presente. En caso de ser negativa, deberá  fundar y motivar las razones de la clasificación de la información e indicar al solicitante el recurso que podrá interponer ante el Instituto.

Artículo 45.- Los sujetos obligados no darán trámite a solicitudes de acceso ofensivas; cuando hayan entregado información sustancialmente idéntica como respuesta a una solicitud de la misma persona, o cuando la información se encuentre disponible públicamente. En este caso, deberán indicar por escrito al solicitante el lugar donde se encuentra la información.

Artículo 46.- RESPONSABILIDAD

Incurrirá en falta grave a los deberes de funcionario público el funcionario a cargo del órgano requerido que 

I. Usara, sustrajera, destruyera, ocultare, inutilizare, divulgare o alterare, total o parcialmente y de manera indebida información que se encuentre bajo su custodia, a la cual tengan acceso o conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión;

II. Actuare con negligencia, dolo o mala fe en la sustanciación de las solicitudes de acceso a la información o en la difusión de la información a que están obligados conforme a esta Ley;

III. Denegare intencionalmente información no clasificada como reservada o no considerada confidencial

conforme a esta Ley;

IV. Entregare información considerada como reservada o confidencial conforme a lo dispuesto por esta Ley;

La reincidencia en las conductas previstas en los incisos nombrados  de este Artículo, serán consideradas como graves para efectos de su sanción administrativa.

 Artículo 47.- SILENCIO. INCUMPLIMIENTO.

Si una vez cumplido el plazo establecido en la presente la demanda de información no se hubiera satisfecho, o si la respuesta a la requisitoria hubiere sido ambigua, parcial o inexacta, se considera que existe negativa en brindarla, quedando expedita la Acción administrativa ante el Instituto Provincial de Acceso a la Información Pública, o las judiciales correspondientes por ley.
Artículo 48.- Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las obligaciones a que se refieren los artículos anteriores, son independientes de las del orden civil o penal que procedan.

Capítulo III  ORGANO DE APLICACION 

Instituto Provincial de Acceso a la Información. Creación

Artículo 49.- A los fines de la presente ley, créase el Instituto Provincial de Acceso a la Información, que será un organismo dotado de autonomía funcional y autarquía financiera, y que funcionará en la órbita de la Jefatura de Gabinete.
Artículo 50.- El Instituto Provincial Acceso a la Información será autoridad de aplicación de lo dispuesto por esta ley y  garante del cumplimiento de sus disposiciones,  para lo cual se le asignará la partida presupuestaria correspondiente a los fines de satisfacer los objetivos que tiene a su cargo.

Artículo 51.- Composición. El Instituto Provincial de Acceso a la Información estará compuesta por cinco (5) miembros, que deberán poseer solvencia técnica, amplios antecedentes personales y reconocido prestigio público que hagan indiscutible su postulación. 

La presidirá, un miembro designado por la Legislatura de la Provincia por mayoría calificada de dos tercios de la totalidad de los miembros de cada Cámara. 

La jefatura de gabinete nombrará los cuatro miembros restantes. A los efectos de su designación la Jefatura convocará a un proceso público y participativo, en el que la sociedad civil podrá proponer candidatos, y apoyar o impugnar los antecedentes de los otros en el marco de dicho proceso.
Artículo 52.- La condición de miembro de el Instituto Provincial de Acceso a la Información es incompatible con el desempeño simultáneo de cualquier otra función pública o el ejercicio de actividad comercial, laboral o profesional, excepto la docencia universitaria.

Los miembros de el Instituto Provincial de Acceso a la Información durarán tres (3) años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un solo período consecutivo. 

Artículo 53.- Los miembros de el Instituto Provincial de Acceso a la Información cesan en sus funciones por:
a) Vencimiento del mandato; 

b) Razones de salud, cuando la afección torne verificadamente imposible el ejercicio de la función;

c) Renuncia;

d) Imputación en proceso penal por delito doloso; En este caso quedará suspendido hasta que se a través de sentencia firme se dicte condena definitiva, momento a partir del cual quedará cesante.  

Artículo 54.- El Instituto Provincial de Acceso a la Información determinará su estructura orgánico-funcional, la dotación de personal permanente y transitorio, el nivel de sus remuneraciones y el régimen de concurso público abierto por el cual selecciona al personal permanente.

Artículo 55.-  El Instituto Provincial de Acceso a la Información tendrá las siguientes obligaciones:

a) Recibir de todos los organismos comprendidos en la presente ley la información requerida; 

b) Tomar las medidas necesarias para que dicha información sea de acceso público;

c) Controlar que los organismos cumplan con las obligaciones que surgen de la presente ley;

d) Confeccionar y presentar un informe anual a ser presentado ante la Legislatura de la Provincia y la Jefatura de gabinete, dando cuenta del cumplimiento de las obligaciones que surgen de la presente ley. Este informe incluirá la descripción de la información remitida por los organismos comprendidos en esta ley ; número de solicitudes de información recibidas, procesadas, denegadas y las causas de la denegatoria; los reclamos presentados ante el Insituto y sus decisiones y fundamentación de las mismas; la recomendación de sanciones por incumplimiento de lo dispuesto en esta ley; los aranceles percibidos; y las dificultades observadas para el mejor cumplimiento de la presente.

e) Recibir denuncias en los supuestos contemplados por la presente ley. 
Artículo 56.- El organismo  citado precedentemente tendrá las siguientes atribuciones:

I. Interpretar en el orden administrativo esta Ley;

II. Conocer y resolver los recursos interpuestos por los solicitantes;

III. Establecer y revisar los criterios de clasificación, desclasificación y custodia de la información reservada y confidencial;

IV. Coadyuvar con el I.PA.P en la elaboración y aplicación de los criterios para la catalogación y conservación de los documentos, así como en la capacitación de los servidores públicos en materia de acceso a la información , protección de datos personales y organización de archivos de las dependencias y entidades;

V. Vigilar y, en caso de incumplimiento, hacer las recomendaciones a las dependencias y entidades para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley;

VI. Desarrollar estrategias que orienten y asesoren a los particulares acerca de las solicitudes de acceso a la información, y difundir los beneficios del manejo público de la información, como también sus responsabilidades en el buen uso y conservación de aquélla;

VII. Establecer los lineamientos y políticas generales para el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de los datos personales, que estén en posesión de las dependencias y entidades;

VIII. Elaborar una guía que describirá, de manera clara y sencilla, los procedimientos de acceso a la información de las dependencias y entidades.

IX. Las demás que le confieran esta Ley, su Reglamento y cualquier otra disposición aplicable.

Responsabilidades
Artículo 57.-  . Los miembros y personal del Instituto Provincial de Acceso a la Información  que hicieren uso de la información a la que tuvieren acceso en ocasión o en ejercicio de sus funciones para provecho personal o de una tercera persona, serán considerados incursos en grave falta a sus deberes y les será aplicable el régimen sancionatorio correspondiente, sin perjuicio de las responsabilidades que pudiera caberles por aplicación de la legislación penal vigente.
Capítulo IV

Del procedimiento ante el Instituto

Artículo 58.- El solicitante tendrá  recurso de revisión cuando se diera alguno d elos supuestos del artículo 47. 

En cualquiera de esos casos , el solicitante por sí mismo o a través de su representante, tendrá un plazo de 10 (diez) días hábiles siguientes a la fecha de la notificación para presentar el recurso. 

Artículo 59.- El escrito de interposición del recurso de revisión deberá contener :

I. La dependencia o entidad ante la cual se presentó la solicitud;

II. El nombre del recurrente y del tercero interesado si lo hay, así como el domicilio o medio que señale para recibir notificaciones;

III. La fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del acto reclamado;

IV. El acto que se recurre y los puntos solicitados;

V. La copia de la resolución que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, y

VI. Los demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.

Artículo 60.- El Instituto sustanciará el recurso de revisión conforme a los lineamientos siguientes:

I. Interpuesto el recurso, el Presidente del Instituto, lo turnará al vocal correspondiente, quien deberá, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la interposición del recurso, integrar el expediente y presentar un proyecto de resolución al Pleno del Instituto;

II. El Instituto podrá determinar la celebración de audiencias con las partes;

III. Mediante solicitud del interesado podrán recibirse, por vía electrónica, las promociones y escritos;

V. El Instituto, con la decisión plenaria tomada entre la mayoría de sus Integrantes resolverá, en definitiva, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes en que se presentó el proyecto de resolución.

VI. Dichas resoluciones serán públicas.

La información reservada o confidencial que, en su caso, sea solicitada por el Instituto por resultar indispensable para resolver el asunto, deberá ser mantenida con ese carácter y no estará disponible en el expediente.

Artículo 61.- Las resoluciones del Instituto deberán ser por escrito, y  podrán:

I. Desechar el recurso por improcedente o bien, dejarlo sin efecto, según corresponda

II. Confirmar la decisión del sujeto obligado, o

III. Intimar a la dependencia o entidad que permita al particular el acceso a la información solicitada o a los datos personales; que reclasifique la información o bien, que modifique tales datos.

Si el Instituto no resuelve en el plazo establecido en esta Ley, la resolución que se recurrió se entenderá confirmada.

Cuando el Instituto determine durante la sustanciación del procedimiento que algún servidor público pudo haber incurrido en responsabilidad, deberá hacerlo del conocimiento del órgano interno de control de la dependencia o entidad responsable para que ésta inicie, en su caso, el procedimiento sumario que corresponda.

Artículo 62.- El recurso será desechado por improcedente cuando:

I. Sea presentado, una vez transcurrido el plazo legal correspondiente;

II. El Instituto ya haya conocido anteriormente y resuelto en consecuencia el recurso en cuestión;

III. Ante alguna instancia del Poder judicial se esté tramitando algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente por el mismo motivo.

Artículo 63.- El recurso cesará en sus efectos cuando:

I. El recurrente se desista expresamente del recurso;

II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas jurídicas, se disuelva;

III. La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, de tal manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia.

Artículo 64.- Las resoluciones del Instituto tendrán carácter definitivo administrativo para las dependencias y entidades. Por lo cual sólo serán recurribles por los particulares de manera judicial. Los tribunales tendrán acceso a la información reservada o confidencial cuando resulte indispensable para resolver el asunto y hubiera sido ofrecida en juicio. Dicha información deberá ser mantenida con ese carácter y no estará disponible en el expediente judicial.

TÍTULO TERCERO

ACCESO A LA INFORMACIÓN EN LOS DEMÁS SUJETOS OBLIGADOS

Capítulo Único
Artículo 65.- Las dos Cámaras integrantes del  Poder Legislativo Provincial; el Poder Judicial a través de la Suprema Corte de Justicia de la Pcia. de Bs. As. , todos los demás entes autárquicos y los organismos de la Constitución , en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán mediante sus propios reglamentos las instancias  y mecanismos administrativos para proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad con los principios y plazos establecidos en esta Ley.

Las disposiciones que se emitan señalarán, según corresponda:

 I. Las unidades de enlace o sus equivalentes;

II. Los criterios y procedimientos de clasificación y conservación de la información reservada o

confidencial;

III. El procedimiento de acceso a la información, incluso un recurso de revisión o uno de reconsideración;

IV. Una instancia interna responsable de aplicar la Ley, resolver los recursos, y las demás facultades

que le otorga este ordenamiento 

V. Los procedimientos de acceso y rectificación de datos personales .
TÍTULO CUARTO 

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 66.- Presentación de informes anuales. Antes del 1° de marzo de cada año, cada sujeto obligado deberá presentar un informe correspondiente al año calendario anterior al Instituto Provincial de Acceso a la Información.

Dicho informe deberá incluir:

1. La cantidad de solicitudes de información presentadas a dicho organismo y la información objeto de las mismas. 

2. La cantidad de solicitudes procesadas y respondidas, así como la cantidad de solicitudes pendientes; las prórrogas por circunstancias excepcionales; el tiempo de procesamiento y la cantidad de agentes involucrados en la tarea. 

3. La cantidad de resoluciones tomadas por dicho organismo de denegar las solicitudes de información presentadas al mismo y los fundamentos de cada una de las resoluciones.

4. La cantidad de acciones judiciales presentadas de acuerdo con la presente ley y el resultado de dichas acciones. 

5. La información relativa a las acciones disciplinarias aplicadas contra el funcionario o empleado responsable primariamente de la retención indebida de informes o una explicación de las razones por la cual no se aplicara la acción disciplinaria.

6. Una copia del esquema de tasas y la cantidad total de tasas cobradas por el organismo de acuerdo con el arancelamiento previsto por la presente ley. 

7. Toda otra información relativa a los esfuerzos desplegados por el organismo para el mejor cumplimiento de lo previsto por la presente ley.
Artículo 67.- Explotación fuentes documentales. El Estado se abstendrá de contratar la explotación exclusiva de sus fuentes documentales.
Artículo 68.- Derógase la  Ley 12475.
TÍTULO QUINTO 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Provincia, con las modalidades que establecen los artículos siguientes.
Segundo. Los titulares de las dependencias y entidades de la Administración Pública Provincial, deberán designar la unidad de enlace, a más tardar, 2 (dos) meses después de la entrada en vigor de este ordenamiento, y en el mismo plazo deberán iniciar funciones.
Tercero. Los particulares podrán presentar las solicitudes de acceso a la información o de acceso y corrección de datos personales 3 (tres) meses después de la entrada en vigor de la Ley.
Cuarto. Los sujetos obligados deberán, a más tardar a 1 (un) año después de la entrada en vigor de esta ley completar la organización y funcionamiento de sus archivos administrativos, así como la publicación del correspondiente catálogo.
FUNDAMENTOS

Hoy día no hay sociedad en el mundo que sea considerada completamente democrática de no estar consagrada normativamente una adecuada ley de acceso a la información.

El efectivo ejercicio de este derecho nos permite monitorear y controlar la gestión pública fomentando la transparencia en la gestión de la cosa pública mejorando paulatinamente la calidad de sus instituciones.

Es que –lógicamente- cualquier idea de democracia hoy tiene en la soberanía popular su cimiento básico. Pero es de destacar que la soberanía tiene en el derecho universal al voto un momento fundamental, pero no el único. Es que para nosotros esa voluntad manifestada de manera electoral debe ser motivada, informada.

Para que una sociedad –o distintos sectores de ella- logre formar adecuadamente su opinión sobre la “cosa pública” debe tener plena capacidad de informarse. Es por ello el requerimiento de mayor transparencia en la labor de los funcionarios y la obligación de rendir cuentas de los actos de gobierno. 

Es por ello que se habla  de derecho al acceso de toda la información del poder público  y no sólo a determinado/s documento/s gubernamental/es.

Democracia significa a una sociedad autogobernándose y para que exista autogobierno debe estimularse una mecánica participativa con instancias que hagan posible y efectiva la participación de la sociedad. 

Y un prerrequisito de esta mecánica, quizá el fundamental, es el de poder contar con la información necesaria para poder participar del proceso decisorio y de control.

Los diversos sectores sociales no debieran tomar decisiones sin estar debidamente informados acerca de las alternativas posibles, si no contaran con la información necesaria.

El libre acceso a la información pública es un derecho consagrado en nuestra Constitución Nacional de manera directa e indirecta. Y por remisión lo mismo sucede con nuestra Carta Fundamental Provincial. 

Tal aseveración se funda en varias instancias de los plexos constitucionales; por articulación armónica de los arts. 1º y 5º  se entiende que se adopta tanto para el País como para la Provincia la forma republicana y representativa.

Es necesario entonces detallar aquí los significados conceptuales de los caracteres de representativo y republicano.

B. Manin plantea que desde fines del siglo XVIII se ha impuesto la idea de que el gobierno representativo requiere -entre varios recaudos- la libertad de opinión pública política, es decir que los gobernados deben poder formar y manifestar libremente sus opiniones políticas. 

En esta dirección agrega el pensador contemporáneo que la libertad de la opinión pública política requiere además del derecho propiamente dicho de expresar opiniones políticas, la libertad de acceso a la información política, lo que supone publicidad de las decisiones gubernamentales. 

Este tipo de acepción del carácter representativo es ya internacionalmente reconocida, como más adelante se verá.

Y cuando hablamos de republicanismo desde su concepción tradicional estamos pensando la contracara de poder absoluto, centralizado, es decir pensamos en mecanismos de control recíprocos entre distintos órganos del poder público (control horizontal) y mecanismos de control popular a sus gobernantes (control vertical).  

Siguiendo también a pensadores modernos, como P. Pettit, se plantea como tradición auténticamente republicana a aquella que tiende siempre a dividir el poder, de modo que el poder público nunca sea en sí mismo un poder dominante, sino que se perpetúe el proceso de control y equilibrio. Ese autor propugna que republicanismo significa un Estado que tiene poder precisamente para evitar que unos fuertes tomen como súbditos a unos débiles. ¿Pero quién limita el poder del Estado para que no sea despótico? Los propios ciudadanos, el tener medios de comunicación libres y la transparencia informativa gubernamental.  

Pero más allá de estas consideraciones que pueden ser consideradas doctrinarias cabe resaltar aquí que el ejercicio del derecho a la información pública está también expresamente garantizado en la Constitución Nacional por cuenta de varios tratados internacionales ratificados. En efecto, el inciso 22 del  artículo 75 de la Carta Magna, otorga jerarquía constitucional a tratados internacionales que contemplan claramente el respeto a este derecho. 

El mencionado inciso dice que los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.  Y cita entre otros a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles .

Cabe entonces describir que el artículo nº 19  de la Declaración Universal de los Derechos Humanos prescribe que “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de (..) investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas...”
En cuanto al Inciso 1 del Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se consagra el derecho de toda persona “a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.” 

Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su  Artículo 19, Inciso 2 se determina expresamente acerca de la libertad de expresión, destacando que  “este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.” 

Siguiendo plenamente la lógica de estas ratio legis, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha expresado oportunamente en su Opinión Consultiva 5/85 que “la libertad de pensamiento y expresión ‘comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole…’ 

Esos términos establecen literalmente que quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. 

No se describirá aquí la enorme cantidad de antecedentes históricos y de derecho comparado de este tema, pero sí cabe al menos nombrar a una de las primeras normas en receptar este principio fue la Real Ordenanza sueca de 1766 sobre la libertad de prensa, en la cual se contemplaba el acceso a la información pública. 

Y ya en tiempos contemporáneos, la Freedom of Information Act de los Estados Unidos (ley FOIA) de 1966 constituyó la iniciativa más  completa en materia de regulación y protección de este derecho básico para la efectivización de la participación ciudadana. En la actualidad diversos estados nacionales, estados subnacionales y municipios de Europa y América cuentan con normas que consagran este derecho. A nivel nacional en América se destacan las de México, Perú, Panamá y Ecuador. De la cuantiosa experiencia desarrollada nacional e internacionalmente distintas ONG dedicadas al control de la transparencia gubernamental establecieron requisitos fundamentales para una adecuada ley de libre acceso a la información pública.

Los requisitos elementales de una ley de Acceso a la Información, universalmente conocidos como “estándares mínimos internacionales”, son:

a) Derecho fundamental a toda la información “en manos” del Estado

b) Derecho universal e igualitario, para todas las personas.

c) Proceso sencillo (escrito y oral, sólo nombre y dirección, sin necesidad de expresar los motivos del requerimiento) y rápido, con plazo fijo de respuesta (10 días México- 7 días en Perú).

d) Gratuidad (el único costo aceptable es el operativo). 

e) Las excepciones deben tener razones claras. El acceso es la regla, la confidencialidad es la excepción.

Aclarando estos llamados estándares, decimos que la comunidad, en general o individualmente no pueden controlar a sus representantes si no contaran con la información correspondiente a los actos de sus integrantes.  

Va de suyo que si la información es un mecanismo de control de los gobernantes, no pueden ser éstos, los controlados, los que decidan cuándo y cómo se accede y activa el mecanismo de control.

Por otro lado, es importante destacar que la información pública no es propiedad de los que la generan sino de los ciudadanos que, con sus impuestos, contribuyen incluso económicamente a su producción. Los dueños de la información que produce el gobierno son todos los habitantes, y éste es otro de los fuertes argumentos por los que el derecho de solicitarla deberá ser gratuita y podrá ser en cualquier momento, sin especificar motivo y a cualquier órgano de la administración, encontrándose  en cabeza de todos aquellos que contribuimos con nuestros impuestos a solventar los costos de producir la información. 

Asimismo, pretende garantizar que la información obtenida sea precisa, completa,

actualizada y que no tienda deliberadamente a confundir a quien la solicita.

Merece una especial atención las excepciones, que se dan cuando existen intereses en pugna acerca de la apertura al público de determinada información que podría resultar en ciertas instancias contraria al interés general, o que se trata de cuestiones privadas de ciertas personas cuya difusión que no tiene justificación. Por eso, este proyecto tiende a dar la mayor extensión posible del derecho de acceso a la información, a la vez que establece algunas limitadas excepciones a los fines de prevenir un efecto perjudicial al interés público. 

Por otra parte es de destacar además que en nuestra Constitución Provincial en su artículo 20, que hace referencia  a las Garantías Judiciales, se establece la garantía de Hábeas Data, y a su vez dirige a la legislatura la obligación de crear normativamente el procedimiento que la determine. 

Es muy preciso este tercer apartado del citado artículo al expresar que  “toda persona podrá conocer lo que conste de la misma en forma de registro, archivo o banco de datos de organismos públicos, o privados destinados a proveer informes, así como la finalidad a que se destine esa información, y a requerir su rectificación, actualización o cancelación”

Finalmente, tomando todas estas ideas aquí vertidas es que este proyecto se ha elaborado. En su integración esta propuesta normativa está dividida en cuatro títulos, y a su vez ellos en capítulos y artículos.
El TÍTULO PRIMERO se refiere a las DISPOSICIONES COMUNES PARA LOS SUJETOS OBLIGADOS. Allí -a su vez- encontramos los siguientes capítulos: 
En el  capítulo I –llamado disposiciones generales-  se describen las razones, objetivos y motivos de la iniciativa, los principios que el mecanismo de Acceso a la Información Pública debe garantizar , la especificación terminológica y fundamentalmente los sujetos obligados a cumplir con las prescripciones de ser efectivamente ley.

El segundo capítulo se prescribe las obligaciones de acción de los sujetos obligados, fundamentalmente todas aquellas que tiendan a describir absolutamente los componentes funcionales de cada organismo, incluyendo los datos referentes a las contrataciones que se hayan celebrado en términos de la legislación aplicable.

Seguidamente, el Capítulo III aborda las excepciones a la publicidad, refiriéndose a toda documentación catalogada como reservada o confidencial. También se describe la clasificación y razones para considerarlas como tal. Y la llegada posible del ámbito jurisdiccional.
El Capítulo IV – llamado Acceso y Protección de datos personales- resguarda a  los titulares de datos personales y sensibles en su derecho a solicitar y obtener a título gratuito la totalidad de información que de esos datos tengan los bancos de datos públicos, o privados destinados a proveer informes. Describe un procedimiento para ello y determina la garantía a que los datos personales incluidos en un banco de datos sean objetivamente correctos. El punto relevante de este capitulo es la inclusión de la acción de habeas data. 

El TÍTULO SEGUNDO lleva por título “ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL PODER EJECUTIVO PROVINCIAL”.
Su primer Capítulo determina quienes tendrá las funciones de asegurar en los hechos la eficacia de la normativa.  Ubica al I.P.A.P. como ámbito provincial de formación y capacitación  para elaborar los criterios para la catalogación, clasificación y conservación de los documentos administrativos, así como la organización de archivos de las dependencias y entidades. 

El Capítulo II prescribe la forma, plazos y responsabilidades en que los sujetos obligados deban prever la adecuada organización, sistematización y disponibilidad para asegurar un amplio y fácil acceso a la información, y los requisitos que los particulares deben cumplir para solicitarla.

El Capítulo III  crea el Instituto Provincial de Acceso a la Información. Describe a este organismo autónomo y autárquico desde su composición y funcionamiento

En el Capítulo IV se plantea la metodología y procedimiento recursivo del particular ante  el organismo de aplicación.

A continuación el TÍTULO TERCERO referencia  el ACCESO A LA INFORMACIÓN EN LOS DEMÁS SUJETOS OBLIGADOS
Obliga a los otros poderes del estado provincial  a establecer mediante sus propios reglamentos las instancias  y mecanismos administrativos para proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad con los principios y plazos establecidos en este proyecto.

Por último el TÍTULO CUARTO prescribe una serie de  DISPOSICIONES GENERALES. En este apartado el proyecto prescribe la obligación de presentar informes anuales ante el Instituto ante diversas instancias Presentación de informes anuales. Antes del 1° de marzo de cada año, cada sujeto obligado deberá presentar un informe correspondiente al año calendario anterior al Instituto Provincial de Acceso a la Información.

Entendiendo que este proyecto brindará una valiosísima herramienta de conformación republicana, es que solicitamos acompañar esta iniciativa.
